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y por el cargo Dos (Concierto para importar cinco kilogramos o más de cocaína y un
kilogramo o más de heroína) referidos en la segunda Resolución de Acusación número S2
03 CR. 134, dictada el 13 de febrero de 2003, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para
el Distrito Sur de Nueva York.

Artículo 2°. Advertir al Estado requirente que el ciudadano extraditado no podrá ser
juzgado ni condenado por un hecho anterior diverso del que motiva la presente solicitud, de
conformidad con lo dispuesto por el inciso 1º del artículo 512 del Código de Procedimiento
Penal.

Artículo 3°. Ordenar la entrega del ciudadano BALMORE DE JESUS ESCOBAR
GUTIERREZ, bajo el compromiso por parte del país requirente sobre el cumplimiento de
las condiciones a que hace referencia el inciso 2º del artículo 512 del Código de Procedimien-
to Penal (anterior artículo 550), previa información al mismo de lo resuelto por la honorable
Corte Constitucional en la Sentencia C-1106 del 24 de agosto de 2000.

Artículo 4°. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderado, haciéndole
saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá interponer dentro
de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Artículo 5°. Enviar copia auténtica de la presente resolución, previa su ejecutoria, al
Ministerio de Relaciones Exteriores y al Fiscal General de la Nación para lo de su cargo.

Artículo 6°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.

Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 7 de noviembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,

Fernando Londoño Hoyos

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3188 DE 2003

(noviembre 7)

por el cual se adiciona el Decreto 1495 de 2002.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere el
numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política,

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónase el artículo 1º del Decreto 1495 del 19 de julio de 2002 con un
parágrafo del siguiente tenor:

“Parágrafo. Para los Oficiales de la Fuerza Aérea que fueron cambiados al Cuerpo de
Vuelo en razón de la clasificación de especialidades de vuelo dispuesta mediante el presente
artículo, será suficiente acreditar el cumplimiento de los requisitos para ascenso exigidos
según su clasificación en el respectivo cuerpo de origen”.

Artículo 2º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 7 de noviembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Defensa Nacional,

Marta Lucía Ramírez de Rincón.

MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3213 DE 2003

(noviembre 10)
por el cual se modifican los artículos 11 y 12 del Decreto 1843 de 1991.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial de las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la
Constitución Política y la Ley 9ª de 1979,

DECRETA:
Artículo 1º. Modifíquese el contenido del artículo 11 del Decreto 1843 de 1991, el cual

quedará así:
“Artículo 11. Del Consejo Intrasectorial Nacional de Plaguicidas. El Consejo

Intrasectorial Nacional de Plaguicidas, tendrá carácter de asesor técnico permanente del
Sistema de Protección Social; se reunirá ordinariamente cada seis (6) meses y extraordina-
riamente a solicitud de dos (2) de sus miembros. Estará constituido por funcionarios del
Ministerio de la Protección Social y de sus organismos adscritos, así:

1. Un representante del Viceministerio de Salud y Bienestar.

2. Un representante de la Dirección General de Salud Pública.

3. Un representante de la Oficina Asesora Jurídica y de Apoyo Legislativo.

4. Un representante del Grupo de Promoción y Prevención.

5. Un representante del Grupo de Atención de Emergencias y Desastres.

6. Un representante del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos,
Invima.

7. Un representante del Instituto Nacional de Salud.

Parágrafo 1º. El Consejo podrá invitar a las sesiones, cuando así lo considere necesario,
a representantes de otras entidades de los sectores públicos y privados o a consultores
especiales.

Parágrafo 2º. La Secretaría del Consejo estará a cargos representante del Grupo de
Promoción y Prevención de la Dirección General de Salud Pública del Ministerio de la
Protección Social.

Parágrafo 3º. Los participantes designarán por mayoría a quien deba presidir o moderar
cada sesión”.

Artículo 2º. Modifíquese el contenido del artículo 12 del Decreto 1843 de 1991, el cual
quedará así:

“Artículo 12. De las funciones del Consejo Intrasectorial Nacional de Plaguicidas. Las
funciones del Consejo Intrasectorial Nacional de Plaguicidas son las siguientes:

a) Estudiar y evaluar respecto de plaguicidas, los informes sobre problemas, actividades,
iniciativas o sugerencias de las Direcciones Territoriales de Salud y los Consejos Seccionales
de Plaguicidas;

b) Preparar los documentos, ponencias o informes que deban ser presentados por el
Ministerio de Protección Social ante el Consejo Nacional de Plaguicidas;

c) Coordinar las actividades o acciones de las direcciones o dependencias del Ministerio
de la Protección Social en aspectos atinentes a plaguicidas;

d) Estudiar y recomendar la estructura y contenido de los cursos de capacitación
relacionados con el presente decreto;

e) Estudiar y revisar el Manual de Normas y Procedimientos relacionados con las
actividades y responsabilidades del Ministerio de la Protección Social y las Direcciones
Territoriales de Salud en el uso y manejo de plaguicidas y presentarlo ante el Ministerio para
su aprobación;

f) Estudiar y recomendar los permisos de uso de plaguicidas que requieren procesos de
revisión;

g) Las demás que sean necesarias en el cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y modifica los
artículos 11 y 12 del Decreto 1843 de 1991.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 10 de noviembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3222 DE 2003

(noviembre 10)

por el cual se reglamenta el artículo 22 de la Ley 715 de 2001, en relación con traslados
de docentes y directivos docentes de los establecimientos educativos estatales.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-
nales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la
Constitución Política y el artículo 22 de la Ley 715 de 2001,

DECRETA:

Artículo 1º. Ambito de aplicación. El presente decreto se aplica a todos los docentes y
directivos docentes de las entidades territoriales que se financian con los recursos del
Sistema General de Participaciones.

Artículo 2º. Traslados por necesidades del servicio. Cuando para la debida prestación
del servicio educativo se requiera el traslado de un docente o directivo docente, la autoridad
nominadora efectuará el traslado mediante acto administrativo debidamente motivado. Para
todo traslado la autoridad nominadora deberá tener en cuenta las necesidades del servicio y
la disponibilidad presupuestal.

Los traslados por necesidades del servicio son de carácter discrecional y pueden tener
origen en:

a) Disposición de la autoridad nominadora;

b) Solicitud de los docentes o directivos docentes.

Para los traslados solicitados por los docentes o directivos docentes, la entidad territorial
certificada hará pública la información sobre los cargos de docentes y directivos docentes
disponibles en los establecimientos educativos de su jurisdicción, como mínimo dos (2)
meses antes de la finalización del año lectivo, conforme al calendario académico adoptado.
Estos traslados se harán efectivos en el primer mes del año lectivo siguiente.
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Para decidir sobre los traslados solicitados por los docentes o directivos docentes, la
autoridad nominadora tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) El docente o directivo docente debe haber prestado como mínimo tres (3) años de
servicio en el establecimiento educativo;

b) La evaluación de desempeño del año anterior debe ser satisfactoria de acuerdo con la
metodología establecida por el Ministerio de Educación Nacional.

Las solicitudes de traslado que se sustenten en razones de salud, y estén verificadas por
la entidad territorial teniendo en cuenta el concepto de la entidad prestadora de salud, podrán
ser atendidas en cualquier época del año y no se sujetarán a las disposiciones establecidas
en el inciso anterior.

La decisión sobre traslado por permutas solicitadas por docentes o directivos docentes
se ejecutará discrecionalmente, procederán estrictamente de acuerdo con las necesidades del
servicio según lo establecido en el inciso 3º del artículo 22 de la Ley 715 de 2001, y requieren
previa disponibilidad presupuestal cuando exista diferencia salarial. El traslado por permuta
que implique un cambio de entidad territorial certificada, se tramitará de conformidad con
lo establecido en el artículo 4° del presente decreto.

Parágrafo 1º. Cuando la autoridad nominadora efectúe un traslado de un docente o
directivo docente, deberá garantizar la continuidad de la prestación del servicio en el
establecimiento educativo.

Parágrafo 2º. El traslado por permuta no será autorizado por la autoridad nominadora si
a uno de los dos solicitantes le faltan cuatro (4) años o menos de servicio, para alcanzar la
edad de retiro forzoso.

Parágrafo 3º. El traslado no procederá cuando el docente o directivo docente deba
permanecer en el municipio por orden judicial o de autoridad policiva.

Artículo 3º. Traslados por razones de seguridad. Cuando surja una amenaza o un
desplazamiento forzoso, debido a una situación de orden público que atente contra su vida
o integridad personal, el docente o directivo docente podrá presentar solicitud de traslado.
A la solicitud, adjuntará los soportes o pruebas con la indicación de las circunstancias en que
fundamenta la petición, copia de la comunicación enviada a la Procuraduría Regional y de
la denuncia presentada ante la Fiscalía o, en su defecto ante la autoridad judicial competente.

La autoridad nominadora de la entidad territorial certificada determinará la reubicación
transitoria o el traslado definitivo con base en el informe del Comité Especial de Docentes
Amenazados o Desplazados que creará cada entidad territorial con el fin de conceptuar sobre
la situación que afecta al docente, directivo docente amenazado o desplazado, a más tardar
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud. Este comité
estará conformado por el secretario de educación o quien haga sus veces, quien lo presidirá,
el procurador regional o su delegado, el jefe de la oficina de personal o quien haga sus veces
y un representante del sindicato que agrupe el mayor número de docentes de la entidad
territorial. En las entidades territoriales que no cuenten con organizaciones sindicales,
participará un representante de los docentes seleccionado para este efecto en una reunión
general de los docentes. En ningún caso este comité decidirá sobre el sitio de reubicación del
solicitante o hará gestiones relacionadas con su traslado.

La autoridad nominadora, como primer recurso, evaluará la posibilidad de trasladar al
docente o directivo docente amenazado o desplazado, dentro de su jurisdicción.

Cuando por razones de seguridad, la autoridad nominadora considere necesario trasladar
al docente o directivo docente a otra entidad territorial, previo convenio interadministrativo,
gestionará el traslado preferiblemente a una entidad territorial de tipología similar, donde
será incorporado a la planta de la respectiva entidad territorial.

Cuando no se logre un acuerdo para el traslado definitivo a otra entidad territorial, la
entidad territorial nominadora podrá reubicar transitoriamente hasta por un año al docente
o directivo docente amenazado o desplazado en otra entidad territorial, previo convenio
interadministrativo, en el cual deberá explicitarse que la entidad remisora continuará
cancelando el salario y las prestaciones sociales de los docentes que se encuentren ubicados
transitoriamente fuera de su jurisdicción por razones de seguridad.

Al final del período convenido, las dos entidades evaluarán las circunstancia en que se
generó el convenio y su desarrollo para decidir sobre el posible traslado definitivo a la
entidad receptora, prórroga del convenio hasta por un año más, el regreso a la entidad
nominadora o su traslado a otra entidad territorial.

Parágrafo 1º. Las entidades territoriales que actualmente tienen docentes o directivos
docentes que, por razones de seguridad, están por fuera de la entidad en que están nombrados,
deberán adelantar todas las diligencias administrativas necesarias para definir su situación,
a más tardar el 31 de diciembre de 2003.

Parágrafo 2º. Si efectuado el traslado, la autoridad nominadora constata con el apoyo de
los organismos estatales competentes, que las razones de la solicitud que originó el traslado
son infundadas, tomará las medidas administrativas, penales y disciplinarias pertinentes.

Artículo 4º. Traslado entre entidades territoriales certificadas. Los traslados de docen-
tes o directivos docentes entre departamentos, distritos o municipios certificados, previo
convenio interadministrativo, procederán sin solución de continuidad. La entidad en que
labora el docente expedirá el acto administrativo de traslado y en el acta de posesión, la
autoridad nominadora de la entidad territorial receptora hará constar la existencia previa del
convenio entre las dos entidades, la vacancia del cargo y la disponibilidad presupuestal
correspondiente.

La entidad territorial remisora entregará toda la documentación correspondiente a la hoja
de vida del docente o directivo docente trasladado, que incluya los datos de inscripción y
ascenso en el Escalafón Nacional Docente. Así mismo, si los hubiere, informará sobre los
antecedentes disciplinarios y procesos en curso, y una vez finalizados estos, remitirá esta
documentación a la entidad territorial receptora.

Artículo 5º. Disposiciones comunes a cualquier traslado. En ningún caso el traslado
implicará ascenso en el escalafón. El traslado en ningún caso implica solución de continuidad.

Artículo 6º. Gastos de traslado. Cuando la autoridad competente disponga un traslado
entre municipios que implique cambio de domicilio, previo certificado de disponibilidad
presupuestal, reconocerá al docente o directivo docente a título de auxilio no constitutivo de
salario, previa presentación de los comprobantes correspondientes, los gastos siguientes:

a) El valor de los pasajes terrestres, marítimos, fluviales o aéreos del docente o directivo
docente, los de su cónyuge o compañero (a) permanente y los de los hijos que dependan
económicamente de él y deban trasladarse al nuevo destino laboral.

Este auxilio solo cubrirá los gastos de pasajes aéreos cuando no existan medios de
transporte terrestre, marítimo o fluvial;

b) Los costos del transporte del menaje doméstico hasta un máximo del cincuenta por
ciento (50%) de la asignación básica mensual del docente o directivo docente trasladado.

Parágrafo 1º. La entidad territorial no reconocerá los gastos de que trata este artículo
cuando el docente o directivo haya presentado solicitud de traslado.

Parágrafo 2º. Cuando la autoridad competente haya dispuesto el traslado de un docente
o directivo docente entre entidades territoriales certificadas, hará constar en el convenio
interadministrativo la definición sobre el reconocimiento de los gastos de traslado.

Artículo 7º. Autoridades competentes. Los traslados de los docentes y directivos
docentes serán realizadas por las siguientes autoridades:

a) El alcalde de distrito o municipio en el ámbito de su jurisdicción;

b) El gobernador del departamento entre municipios no certificados.

Cuando se efectúe un traslado entre entidades territoriales certificadas, la autoridad
competente será la de aquella que envía al docente o directivo docente, previo convenio
interadministrativo.

Artículo 8º. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y
deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 10 de noviembre de 2003.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

La Ministra de Educación,

Cecilia María Vélez White.

MINISTERIO DE COMERCIO,

INDUSTRIA Y TURISMO

DECRETOS

DECRETO NUMERO 3203 DE 2003

(noviembre 10)

por el cual se nombra un miembro principal en la Junta Directiva
de la Cámara de Comercio de Montería.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constituciona-
les y legales, en especial de las conferidas por el artículo 80 del Decreto-ley 410 de 1971 y
el Decreto 726 de 2000,

CONSIDERANDO:

Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 del Código de Comercio, el Gobierno
Nacional estará representado en las Juntas Directivas de las Cámaras de Comercio hasta en
una tercera parte de cada Junta;

Que el Decreto 898 de 2002, en su artículo 12 establece la forma de composición y el
número de miembros de las Juntas Directivas de las Cámaras de Comercio, modificando el
artículo 1º del Decreto 726 de 2000;

Que el parágrafo del artículo 12 del Decreto 898 de 2002, señala que su régimen no será
aplicable a las elecciones inmediatamente siguientes a la entrada en vigencia del mismo, las
cuales se realizaron en junio de 2002. En consecuencia, dicho artículo solamente entrará a
regir para las elecciones de 2004, por lo que el número de miembros de las Juntas Directivas
de las Cámaras de Comercio que corresponde al Gobierno Nacional deberá determinarse de
conformidad con lo establecido por el Decreto 726 de 2000;

Que conforme al Decreto 726 de 2000, las Juntas Directivas de las Cámaras de Comercio
se integran teniendo en cuenta el número de comerciantes con matrícula vigente al último
día hábil del mes de marzo del año en que se haya de efectuar la elección, en la forma señalada
por su artículo 1º;

Que conforme a las normas citadas y según cuadro suministrado por la Superintendencia
de Industria y Comercio, la representación del Gobierno en la Junta Directiva de la Cámara
de Comercio de Montería, corresponde a un total de dos (2) miembros principales y dos (2)
miembros suplentes,

DECRETA:

Artículo 1º. Nómbrase al doctor César Humberto Estrada Molina, identificado con la
cédula de ciudadanía número 19300586 de Bogotá, como Miembro Principal en representa-


